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ACTOS SEXUALES CON MENOR DE 14 AÑOS / NIEGA PRESCRIPCIÓN / NO TRASCURRIERON 5 AÑOS / CAPTURA / INTERRUPCIÓN / CONFIRMA - En este caso, contrario a lo pretendido por el señor FERNANDO TORO BEDOYA, y en consonancia con lo expuesto por el juez de primer nivel, surge diáfano que no se ha presentado dicha prescripción por lo siguiente:

Fue condenado a 53 meses de prisión, o lo que es lo mismo a 4 años, 5 meses, según sentencia de noviembre 24 de 2016, fecha esta en la cual tal decisión igualmente cobró firmeza -como así lo refiere el a quo, toda vez que en el expediente enviado a esta Sala no existe constancia alguna-, por lo cual fácil resulta deducir que el lapso mínimo de cinco (05) años aún no ha transcurrido, en tanto este apenas se cumpliría en noviembre 24 de 2021.

Es más, véase que el señor FERNANDO TORO fue capturado por funcionarios del CTI en acatamiento a la orden de captura librada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas, en febrero 17 de 2017, lo que implica que a partir de esa fecha se interrumpió el término prescriptivo, como así lo señala el artículo 89 C.P.

Para la Sala entonces, como también lo consideró el señor juez de primer grado, en el presente evento no se ha configurado el fenómeno prescriptivo de la pena y en consecuencia se confirmará la providencia en esos términos proferida.

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
                    Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
         Acta de Aprobación No. 375
                                                                  
Hora: 7:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por el  señor FERNANDO TORO BEDOYA contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual negó la prescripción de la sanción penal que le fuera impuesta.
2.- ANTECEDENTES 
El señor FERNANDO TORO BEDOYA fue condenado en noviembre 24 de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por el punible de actos sexuales con menor de 14 años, a una pena de 53 meses de prisión, y se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la misma, cuya vigilancia le fue asignada al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por cuanto el sentenciado se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta capital.

Mediante escrito de diciembre 18 de 2017 el sentenciado TORO BEDOYA,  con fundamento en jurisprudencia relativa al debido proceso, solicitó al juzgado encargado de la vigilancia de su pena la prescripción de la misma, al haber transcurrido más de cinco años desde que la sentencia condenatoria quedó ejecutoriada. Pidió en consecuencia su libertad inmediata al haber pasado más de diez años desde que estuvo libre, por lo cual cuando fue capturado ya había purgado la condena proferida en su contra.
Por medio de auto de fecha diciembre 20 de 2017, el a quo negó la prescripción por cuanto la sentencia proferida en contra del señor TORO BEDOYA quedó ejecutoriada en noviembre 24 de 2016, y el término de prescripción de la pena no puede ser inferior a cinco años, por lo cual esta se presentaría en noviembre 24 de 2021.

3.- RECURSO

Inconforme con la decisión adoptada, el señor FERNANDO TORO interpone recurso de apelación cuyos fundamentos son los siguientes:

- La providencia contiene un trato discriminatorio, injustificado y se halla en contravía del principio a la igualdad y la negativa de resolver de fondo lo pedido, además que constituye una vulneración sobreviniente al derecho de acceder a la administración de justicia. La persona privada de la libertad tiene derecho a igual protección ante la ley y Tribunales de justicia, así como conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de aquellos que se derivan de su condición de privado de la libertad, por lo cual no puede existir motivo alguno de discriminación.

- El juez que conozca de la apelación estudiará el contenido de la misma, la cotejará con el acervo probatorio y con el fallo, y si a su juicio la sentencia (sic) carece de fundamento, procederá a revocarla, o si la encuentra ajustada a derecho la confirmará. De ese modo, conforme lo establece la Constitución Política, los precedentes judiciales tienen carácter vinculante y por ende los particulares y las autoridades deben respetarlos, sin que la independencia y autonomía les impida desligarse de los postulados normativos, ni la interpretación vinculante que realiza la Corte en sus sentencias.

Pide en esos términos  se ampare su derecho al debido proceso y que por ende se le conceda la libertad por haber prescrito la pena impuesta.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas de Pereira (Rda.) negó la prescripción reclamada por el señor FERNANDO TORO BEDOYA. 
Con antelación a ingresar en el estudio de la actuación, debe dejarse constancia que no obstante que el a quo ordenó por auto de marzo 26 de 2018 remitir el expediente al Juzgado Primero Penal del Circuito para que fuera allí donde se desatara la alzada, es evidente que el asunto objeto de estudio nada tiene que ver con la aplicación de los mecanismos sustitutivos de la pena o la rehabilitación, los cuales a voces del canon 478 C.P.P. sí le otorgaría competencia al juzgado que profirió la sentencia de primera instancia para decidir al respecto. Como se aprecia, la situación que ahora  se somete al análisis de la Corporación, obedece a un tema totalmente diferente y por ende el Tribunal sí tiene competencia para decidir de fondo el presente asunto.

Si bien por parte del interno TORO BEDOYA no se sustentó en debida forma el recurso de apelación contra la decisión proferida por el juzgado que vigila la pena, como quiera que por parte alguna se atacó la motivación que tuvo el funcionario judicial para llegar a la conclusión de negar la prescripción de la pena, ni tampoco se expusieron fundadamente las razones que lo llevan a establecer que sí se daban los requisitos de ley para proceder en tal sentido, lo que en principio daría pie para abstenernos de conocer del recurso por indebida sustentación; estima la Sala que a raíz de la situación de privación de la libertad en que se halla el recurrente, que fue él a título propio quien intervino en este caso, y que carece de conocimientos jurídicos, debe dársele aplicación al principio de caridad
, en tanto es posible determinar del fondo de sus argumentos, que su pretensión va encaminada a que sea revocada la providencia emitida en primera instancia, por haberse presentado el susodicho fenómeno de la prescripción.
En efecto, el tema central de controversia tiene que ver con la ocurrencia o no del fenómeno prescriptivo de la sanción que le fuera impuesta al señor FERNANDO TORO BEDOYA por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital, al haber sido hallado autor responsable del ilícito de actos sexuales con menor de 14 años, por lo cual se le condenó a 53 meses de prisión.
Al respecto debe decirse en primer lugar que la prescripción de la pena se produce cuando luego de haberse emitido una sentencia de condena, debidamente ejecutoriada, transcurre un tiempo sin que la pena allí impuesta se logre materializar o hacer efectiva. Ese término lo consagra la ley en un mínimo de cinco (05) años, que de presentarse conllevaría como consecuencia la extinción de la sanción penal.

En efecto, el artículo 88 C.P. dispone que son causas de extinción de la pena, entre otras, la prescripción, e igualmente el canon 89 ídem, en relación con el término de la prescripción, enseña:

“La pena privativa de la libertad, salvo lo previsto en tratados internacionales debidamente incorporados al ordenamiento jurídico, prescribe en el término fijado para ella en la sentencia o en el que falte por ejecutar, pero en ningún caso podrá ser inferior a cinco (5) años contados a partir de la ejecutoria de la correspondiente sentencia.
La pena no privativa de la libertad prescribe en cinco (5) años”.
También es dable indicar que el artículo 90 C.P. es claro en señalar que: “El término de prescripción de la sanción privativa de la libertad se interrumpirá cuando el sentenciado fuere aprehendido en virtud de la Sentencia, o fuere puesto a disposición de la autoridad competente para el cumplimiento de la misma”
En este caso, contrario a lo pretendido por el señor FERNANDO TORO BEDOYA, y en consonancia con lo expuesto por el juez de primer nivel, surge diáfano que no se ha presentado dicha prescripción por lo siguiente:
Fue condenado a 53 meses de prisión, o lo que es lo mismo a 4 años, 5 meses, según sentencia de noviembre 24 de 2016, fecha esta en la cual tal decisión igualmente cobró firmeza -como así lo refiere el a quo, toda vez que en el expediente enviado a esta Sala no existe constancia alguna-, por lo cual fácil resulta deducir que el lapso mínimo de cinco (05) años aún no ha transcurrido, en tanto este apenas se cumpliría en noviembre 24 de 2021.

Es más, véase que el señor FERNANDO TORO fue capturado por funcionarios del CTI en acatamiento a la orden de captura librada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas, en febrero 17 de 2017, lo que implica que a partir de esa fecha se interrumpió el término prescriptivo, como así lo señala el artículo 89 C.P.

Para la Sala entonces, como también lo consideró el señor juez de primer grado, en el presente evento no se ha configurado el fenómeno prescriptivo de la pena y en consecuencia se confirmará la providencia en esos términos proferida.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual negó la prescripción de la sanción penal a favor del sentenciado FERNANDO TORO BEDOYA.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� La Corte ha señalado: “Acorde con la jurisprudencia de la Sala, el principio de  caridad propio de la filosofía analítica comporta que el intérprete, como receptor del lenguaje común empleado por otro, suponga dentro de la comprensión y comunicación lingüística que las afirmaciones son correctas a efectos de desentrañar el sentido de las censuras. De esta forma, el operador judicial hará caso omiso de los errores, exponiendo cada postura jurídica desde la perspectiva más coherente y racional posible”. CSJ AP, 9  sept. 2015, rad. 46235.
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